
“Es un acto que provoca te-
rror, no cabe la más mínima du-
da”, aseguró anoche el ministro
de Seguridad, Luis Cordero, so-
bre la emboscada con armamen-
to de grueso calibre que el fin de
semana dejó a un trabajador
muerto y a otro herido de grave-
dad en un predio de la empresa
CMPC en Victoria, Región de La
Araucanía, el hecho de violencia
más grave en la macrozona sur
en el último año y medio.

El propio Cordero confirmó
que el Gobierno presentó una
querella para perseguir a los res-
ponsables, pero no por Ley Anti-
terrorista —como reclaman ex-
pertos en el tema—, sino contra
una “asociación criminal que co-
metió un homicidio calificado”.

Según el secretario de Estado,
“antecedentes para (calificar lo
sucedido como) terrorismo for-
man parte de la investigación y
lo vamos a ver (a futuro)”.

Cordero planteó que en La
Araucanía “se comenten actos
terroristas”, y que en eso el Eje-
cutivo “ha sido bastante claro”,
pues “cada vez que tenemos an-
tecedentes para activarla (la ley),
por cierto lo hemos hecho”. No
obstante, insistió, “para no con-
fundir a la población”, en que el
Ejecutivo “se ha querellado por
asociación criminal con homici-
dio calificado”.

“El sentido común
no influye en la
calificación jurídica”

Más temprano, el fiscal regio-
nal de La Araucanía, Roberto
Garrido, había planteado que
una eventual calificación de de-
lito terrorista se discutirá cuan-
do “hayamos reunido elementos
de prueba y que tengamos iden-
tificadas a las personas para ha-
cer la imputación”. Y ante la in-
sistencia de la prensa, respon-
dió: “Lo que uno puede calificar
desde el sentido común no influ-
ye en la calificación jurídica que
debemos efectuar, porque la ley
define ciertos requisitos”. 

En sus redes sociales, en tanto,
la directora regional del Trabajo
de La Araucanía, Carolina Oje-
da, anunció que fiscalizarán las
causas del “accidente fatal” en
Victoria. Y el presidente de la
DC y excopresidente de la Comi-
sión para la Paz y el Entendi-
miento, senador Francisco
Huenchumilla, manifestó en
TVN que “hay un prejuicio, que
todo lo que pasa acá (en La
Araucanía) es terrorismo”.

En este contexto, expertos en
seguridad debaten si el Gobier-
no debió invocar de inmediato la
Ley Antiterrorista. 

Para el exsubsecretario del In-
terior e investigador del Centro

de Estudios de Seguridad y Cri-
men Organizado de la U. San Se-
bastián, Felipe Harboe, “es evi-
dente el móvil terrorista del ata-
que: no robaron nada, no busca-
ron afectar propiedades en
general, sino que causar temor y
terror y terminaron matando a

un trabajador”. Argumentó que
“si el móvil terrorista es eviden-
te, el Gobierno debe interponer
la acción por la ley de conductas
terroristas, la que hoy tiene he-
rramientas adicionales y ya no es
un problema para los fiscales”.
Agregó que “por el contrario,

puede facilitar la investigación”. 
Resaltó que “en este caso, no

cabe ningún tipo de prejuicio
ideológico y es evidente que
aquí hay una acción terrorista y
tiene que ser perseguida como
tal, cualquiera sea la autoridad
que esté a cargo”.

Harboe descartó que se nece-
site una eventual reivindicación
de grupos radicalizados para ca-
lificar lo ocurrido como un acto
terrorista. “Si siguiéramos esa
tesis, muchos atentados no ha-
brían sido ataques terroristas,
porque no los reivindicó nadie”.

A juicio del exfiscal regional
de La Araucanía y vicedecano de
Derecho de la U. Autónoma,
Francisco Ljubetic, “los elemen-
tos que concurren en este delito,
van en esa dirección (la acción
terrorista)”. Detalló que “en pri-
mer lugar, está la función que
cumplían las víctimas, que guar-

dan relación con una de las acti-
vidades más atacadas, que es la
forestal; como segundo aspecto,
el sector, un zona que ha sido
marcada por hechos de violen-
cia; y como tercer punto está
presente lo que la nueva Ley An-
titerrorista establece como los fi-
nes tanto de una asociación te-
rrorista como de personas natu-
rales que buscan imponer ciertas
decisiones a la autoridad”.

El académico Alejandro Lei-
va, autor del libro “Terrorismo
en Chile”, opinó que “no es posi-
ble abstraerse, en casos como es-
te, de la finalidad terrorista, por
el lugar en que se ejecuta el he-
cho”. Enfatizó que “hay una ver-
dad jurídica que se ha impuesto
en esa zona, en cuanto a que
existen grupos armados y orga-
nizados que atacan ciertos focos
que tienen un denominador co-
mún, con el objetivo de socavar
las bases de la institucionalidad
y asegurar control territorial”.

Contratistas vuelve a
recurrir ante la OIT

La Asociación de Contratistas
Forestales, en tanto, presentó un
nuevo requerimiento ante la Or-
ganización Internacional del
Trabajo “para que inste al Estado
de Chile a adoptar medidas con-
cretas y urgentes” para garanti-
zar “un entorno laboral seguro”
y crear “un sistema nacional de
seguridad en el trabajo”.

Muerte de trabajador emboscado junto a un compañero por un grupo armado en La Araucanía:

Gobierno admite que atentado en
Victoria “provoca terror”, pero se
querella por organización criminal

VÍCTOR FUENTES y HÉCTOR BURGOS

Mientras expertos advierten que es “evidente” que el atentado es terrorista, el fiscal de La Araucanía planteó
que la calificación del caso se verá cuando se haya reunido pruebas e identificado a los autores.

Tras el atentado del sábado (en la foto), el gerente general de CMPC, Francisco Ruiz-Tagle, se reunió ayer con el
ministro Cordero, quien le anunció un refuerzo de la seguridad en la zona. “Es fundamental”, dijo el ejecutivo.
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‘‘Es evidente el
móvil terrorista del
ataque: no robaron
nada, no buscaron
afectar propiedades,
sino que causar temor y
terror y mataron a un
trabajador”.
.............................................................

FELIPE HARBOE
EXSUBSECRETARIO DEL INTERIOR

‘‘Hay una verdad
jurídica que se ha
impuesto en esa zona:
existen grupos armados y
organizados que atacan
ciertos focos que tienen
un denominador
común”.
..............................................................

ALEJANDRO LEIVA
AUTOR DEL LIBRO “TERRORISMO EN CHILE”

Destrozada por el dolor, la familia del
trabajador Manuel León Urra llegó ayer a
Temuco para retirar su cuerpo desde el
Servicio Médico Legal.

En conversación con “El Mercurio”, Ma-
nuel León González, hijo mayor de la víctima,
relató que este cumplía labores como guar-
dia forestal hace siete años y que nunca
había enfrentado situaciones de tanto peligro
como el ataque de la noche del sábado. “A
mi papá lo mataron brutalmente. Antes, a lo
más, le habían llegado piedrazos cuando
hacía su ruta”, dijo. 

Junto con explicar que su padre no deta-
llaba aspectos de su labor ni de las medidas
de seguridad con las que contaba, “porque
era muy reservado y hermético”, destacó
que también se dedicaba al ganado y a la
agricultura y vivía en una comunidad donde
no tenía problemas con otras personas. 

“Como familia, nos crió con los mejores
valores. (Era) hombre de campo, trabajador.
Gracias a su trabajo, mi hermano estudió en
la universidad”, resaltó. “Aquí estamos
dando la cara, porque los hombres dan la
cara. Es la basura la que se tapa con másca-

ras, porque no hay otro adjetivo para refe-
rirse a ese tipo de gente”, enfatizó, aludiendo
al grupo armado que mató a su padre.

“No fue un accidente fatal, 
sino una emboscada”

“Si tienen problemas con las empresas o
con los empresarios, acérquense a ellos, y no
lastimen a las personas que trabajan, que
buscan un mejor vivir acá en el sur”, argu-
mentó León.

Andrés, su hermano, agregó que su

padre habría sufrido otro ataque el año
pasado. “Pero no fue algo grave como
ahora, que fueron directamente a matarlo
(...). La Araucanía lleva muchos años con
esos problemas de inseguridad, se culpan
unos a otros y, finalmente, son las perso-
nas de trabajo las que sufren las conse-
cuencias”, lamentó.

También repudió las afirmaciones de la
directora del Trabajo de La Araucanía (ver
nota central). “Esto no fue un accidente
fatal, sino que una emboscada, donde lo
mataron”, apuntó Andrés León.

Hijo del trabajador asesinado: “A mi papá lo mataron brutalmente”

Manuel León González retiró ayer los
restos de su padre. 
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El Ministerio de Vivienda y
los dueños del predio de 200 ha
en San Antonio, que es objeto de
la toma más grande del país, re-
solvieron extender hasta el miér-
coles de la próxima semana el
plazo para alcanzar un acuerdo
sobre la venta del terreno a las
40 cooperativas en que el Go-
bierno ha estado organizando a
las 4.136 familias ocupantes.

Mañana vencía el plazo de
suspensión del lanzamiento or-
denado por la Corte Suprema y
que las partes acordaron el 24 de
febrero pasado, cuando era in-
minente la ejecución del fallo
que acogió un recurso de protec-

ción interpuesto por la Inmobi-
liaria y Constructora San Anto-
nio S.A., la propietaria. 

Sin embargo, persistirían las
diferencias en torno a la fuente
de financiamiento
para concretar la
operación. Ayer,
los integrantes de
la comisión técni-
ca, contemplada
en el protocolo de
acuerdo formali-
zado ante la Corte de Valparaíso
informaron que en su última
reunión del viernes “han resuel-
to unánimemente y con el acuer-
do de sus mandantes continuar
su trabajo, bajo los términos es-
tablecidos en dicho protocolo,

hasta el 3 de septiembre, para
acercar posiciones”. 

“En caso contrario, se hará
operativo el fallo”, sentencia el
comunicado de esta comisión

tripartita del Go-
bierno, propieta-
rios y la Munici-
pa l idad de San
Antonio, cuyo ob-
jeto era contribuir
a concordar condi-
ciones de venta

del terreno, precio y garantías.
La comisión está integrada

por parte del Minvu por la dele-
gada del Gobierno para el cam-
pamento de San Antonio, Gloria
Maira; un economista; una ar-
quitecto especialista en medio

ambiente y una profesora de De-
recho Urbanístico de la PUCV
que asesora a la Unidad Jurídica
de la Seremi de Vivienda. Por
parte de la Municipalidad de
San Antonio, de la directora de
Asesoría Jurídica y del encarga-
do de gestión habitacional. Por
parte del propietario, los aboga-
dos Diego Pereira y Juan Eduar-
do Duhart. 

Para ese propósito, ha sesio-
nado cada martes a partir de
abril. De fracasar, el mismo pro-
tocolo establece que a la comi-
sión le corresponde establecer
las modalidades para proceder a
dar cumplimiento “razonable y
paulatino” del fallo que ordena
el desalojo de 10.251 ocupantes. 

En 0,69 UF por m2

Ayer, el alcalde de San Anto-
nio, Omar Vera (Indep.), se mos-
tró optimista de que las negocia-
ciones de último minuto llega-
rán a buen término: “La piedra
de tope es el valor del metro cua-
drado en que ha de venderse el
predio. Así de simple. Se han
acercado posiciones, sí, por tan-
to, en este mayor plazo debiera
llegarse a algún acuerdo”.

La tasación encargada por el
dueño arrojó un valor de 0,69
UF por m2, lo que daba un valor
total de $52 mil millones en sep-

tiembre pasado. Otros puntos
claves en los que debe llegarse a
acuerdo son el mecanismo de fi-
nanciamiento y las garantías fi-
nancieras, las que en algún mo-
mento el Minvu admitió no po-
der ofrecer.

Vera dijo que la constitución
de cooperativas ha avanzado sa-
tisfactoriamente, aunque no se
les podía exigir un ahorro eleva-
do ni convertirse en sujeto de
crédito. También admitió que
aún no hay condiciones “en la
provincia ni en toda la región”
para recibir a cuatro mil familias
si estas fueran desalojadas. 

Mañana vencía el plazo original para desalojar a 10.251 personas: 

Vivienda y dueños de predio aplazan
al 3 de septiembre la fecha límite para
solucionar la megatoma de San Antonio

Alcalde Vera dice que la piedra de toque para concretar una venta a las cooperativas
de los ocupantes es el precio del metro cuadrado. Sin acuerdo, habrá lanzamiento. 

MAURICIO SILVA PENDIENTE.— El alcalde admitió que hasta ahora no se ha avanzado en
ningún protocolo para el eventual desalojo del gigantesco campamento.
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Según Vera, ninguna parte
quiere el desalojo, “por eso,

soy optimista”.

Cinco razones permitirían vincular el homi-
cidio del guardia forestal Manuel León, em-
boscado y atacado a disparos junto a un
compañero de labores la noche del sábado al
norte de La Araucanía, con las acciones del
grupo delictual Resistencia Mapuche Malleco
(RMM), señalado como el brazo armado de la
comunidad de Temucuicui. Así lo sostiene el
excoordinador de seguridad de la macrozona
sur Pablo Urquízar, actual coordinador del
Observatorio del Crimen Organizado y Terro-
rismo (Ocrit) de la U. Andrés Bello.

El abogado plantea, en primer lugar, que la
zona de Victoria “es el núcleo de acción” de
RMM. “De los 53 atentados que se ha adjudi-
cado en tres años de estado de excepción, 24
han sido en esa comuna”, recalca. 

Como segundo aspecto, señala que RMM es
el único grupo que aumentó sus acciones
durante la medida excepcional: “A diferencia
de otras orgánicas de la macrozona sur,
intensificó su poder destructivo en 179%”. 

Un tercer elemento que plantea es que “el
ataque armado fue dirigido en contra de guar-
dias forestales de la empresa CMPC, que es un
objetivo históricamente hostigado por la RMM”.

El cuarto punto es el modo de operar. “La
emboscada se realizó con armamento de
grueso calibre y despliegue paramilitar, lo
que es un nivel de violencia y preparación que
solo la RMM ha demostrado tener”, enfatiza
el experto.

El quinto factor es “territorial e histórico”, a
juicio de Urquízar, ya que “la RMM carga con un

historial de ataques de alta letalidad, que inclu-
ye homicidios, quema de escuelas, de iglesias,
de centros de salud y graves afectaciones a la
propiedad”, en un espacio natural de operacio-
nes que también abarca Ercilla y Collipulli.

Urquízar plantea razones que vincularían a
Resistencia Mapuche Malleco con ataque

PREPARACIÓN.— Urquízar hace notar que en el
ataque se utilizó “armamento de grueso calibre”.
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